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Señor Presidente agradeciendo su sabia dirección.

En primer lugar, queremos agradecer la presencia del Presidente de la Comisión, Dr. Florentin Meléndez, el Secretario Ejecutivo, Doctor Santiago Cantón y, por su conducto, transmitir a los demás comisionados y a los miembros de la Secretaria Ejecutiva los agradecimientos por la preparación y elaboración del Informe Anual. Somos concientes de las limitaciones con que trabajan la Secretaría Ejecutiva y la Comisión y esto hace que su trabajo merezca un especial reconocimiento. 

El Estado colombiano considera fundamental mantener un diálogo que permita a los Estados hacer observaciones y comentarios sobre el Informe Anual con el ánimo de alimentar la perspectiva de la Comisión y de que sean recogidos en los informes de años posteriores, de ser posible. Por otra parte, queremos resaltar el trabajo que hemos realizado en coordinación con el relator para Colombia, Víctor Abramovich,  el cual ha producido resultados muy positivos. Yo quisiera decir que el reconocimiento del Estado colombiano al Doctor Abramovich es un reconocimiento honrado, nos sentimos tratados de forma equilibrada y en manos de una persona que nos da todas las garantías que podemos esperar de la Comisión. 

Quisiéramos empezar el tema de fondo, con un reconocimiento de la competencia y obligaciones de la Comisión. Colombia ratifica su ineludible compromiso con la Comisión, con las competencias de la Comisión y el alcance de éstas. Habrá muchos puntos para discutir, pero nuestro país acepta sin condiciones su compromiso con los derechos humanos que es fundamental para el desarrollo de la vida civilizada. 

Pensamos que el compromiso con los derechos humanos es un compromiso con la democracia, ¿cómo se puede pensar que un Estado es demócrata si no cuida los intereses de sus ciudadanos? Hay participación política o participación igualitaria en la medida en que un ciudadano tenga la libertad, la capacidad, de poder expresarse, de poder decidir, de poder opinar, de poder realizar las actividades económicas o sociales que a bien tenga, de acuerdo con unas reglas dadas, contenidas en un marco constitucional previamente adoptado por la sociedad. 

Lo anterior Colombia lo entiende como el cumplimiento de sus obligaciones internacionales, pero además como un concepto ético, un concepto básico del funcionamiento del Estado y de su sociedad. Ante la grave crisis que ha tenido Colombia, el país tiene muy claro que la única respuesta posible a las dificultades generadas por el narcotráfico y la violencia que este genera es la institucionalidad; que ninguna respuesta distinta es valida y que solamente el libre ejercicio democrático, y el respeto a sus ciudadanos y a sus derechos fundamentales son el camino para superar problemas tan difíciles como los que nosotros tenemos que afrontar. 

Invitamos, en ese orden de ideas, a todos los países de esta Organización a ratificar los convenios y tratados sobre derechos humanos. Ello representaría un acto de transparencia y de claridad política, por que estos tratados, no contienen más que la ratificación de obligaciones básicas con los ciudadanos y no son otra cosa que el compromiso de un Estado de auto-limitarse y de cumplir con obligaciones básicas. No estamos hablando de grandes obligaciones, estamos hablando de obligaciones elementales frente a la población. 

Nos preocupa el exceso de funciones que está adquiriendo la Comisión. Nosotros hemos trabajando ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el tema de la síntesis y la racionalidad de los asuntos a manejar. Ofrezco en nombre de la delegación de Colombia, y tengo la certeza de que algunas de las delegaciones aquí presentes nos acompañan, los buenos oficios necesarios para definir este tema. No queremos recortar las facultades, inclusive pensamos que es la misma Comisión la que debe hacer una propuesta; pero deberíamos definir en realidad qué es posible y qué no es posible. No tiene sentido que en cada Asamblea le asignemos cuatro, cinco, seis funciones adicionales a la Comisión, que no va a poder cumplir. Si les diéramos el presupuesto, los funcionarios y los medios, vaya y venga; pero les asignamos una enorme suma de obligaciones y los mismos recursos, cosa que nosotros detectamos claramente como un problema sistemático de la OEA, no solamente con respecto a la Comisión si no en muchos otros ámbitos. Creemos que la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos es el escenario perfecto para poder colaborar en este tema. 


Si es del interés de la Comisión, ofreceríamos tratar de definir y perfilar por lo menos una priorización de aquellas obligaciones que le corresponden a la Comisión, para que no suframos un desgaste. La razón real de llegar con casos a la Comisión, al Sistema es por la denegación de justicia. Lo que no podemos permitir es que la Comisión sea un sistema de denegación de justicia, al cual recurren aquellos a los que se les ha denegado la justicia en sus respectivos países. Por lo tanto pensamos que es fundamental garantizar que la Comisión pueda cumplir con sus obligaciones, en los plazos y términos razonables. Gran lección de eso nos ha dado la Corte el día de hoy, y en ese punto pensamos que debemos darle todo el soporte y la ayuda a la Comisión para que pueda lograr sus objetivos y cumplir sus metas institucionales. 

Tengo que tocar un tema domestico, un tema propio de Colombia, que son los comentarios del capítulo V. Colombia acepta la existencia de los problemas en el país, acepta que tiene un  problema grave, que es un hecho que el narcotráfico ha creado una situación muy difícil en el país, y  rogamos a Dios todos los días porque nuestros vecinos y hermanos jamás tengan que enfrentar cosas como las que nos han tocado a nosotros. Reiteramos que nuestra decisión clara es afrontar institucionalmente estos problemas, por vía de la ley, por vía de la policía, por vía de los jueces, por vía de la decisión judicial y por vía de las instituciones democráticas, protegiendo a los ciudadanos mediante la aplicación de la Constitución Colombiana e inclusive llegando a la Comisión y a la Corte cuando haya lugar; esperamos que no sea necesario, en la medida en que nuestras instituciones puedan responder a nuestros ciudadanos. 

El Informe Capítulo V, tal como lo dijimos claramente en los comentarios previos hechos a la Comisión, tiene serios defectos de elaboración. Fundamenta su análisis en datos proporcionados por una ONG llamada CINEP, quisiéramos saber sí quisiera saber cuál es el fundamento técnico de esas cifras, cómo se estructuraron, ¿porqué CINEP y no la Universidad Nacional?, ¿porqué CINEP y no la Universidad Javeriana?, ¿porqué CINEP y no el DANE que tiene además cifras que han sido validadas por las Naciones Unidas?. Porqué no se usó una metodología previamente validada. Eso no es serio y no corresponde a la jerarquía y la responsabilidad institucional de la Comisión. Incluir cifras que no puede probar y que no puede sostener. Nosotros formalmente en esta reunión objetamos las cifras, y afirmamos formalmente que las cifras contenidas en el informe de capitulo 4º. Aportadas con fundamento en un informe privado, no corresponden a la realidad. Estamos en disposición de entrar en debate y de presentar las cifras que nosotros tenemos, verificadas por jueces, por fiscales, por instituciones públicas. Pensamos que tenemos instituciones serias que pueden sustentar esas cifras y que nos permiten probar lo afirmado. 

El punto concreto es que cuando hablamos de instituciones, y la Comisión lo es, debemos trabajar en el marco institucional. Nos llama la atención algo que en la exposición que la Comisión hace sobre el informe del Capítulo V se aclara hoy, es curioso que en el informe escrito no se mencione la palabra cocaína. Puede decirse fácilmente que en Colombia hay muertes y que hay masacres y que hay muchos problemas, sí claro, por supuesto, pero hay un trasfondo claro y hay un hecho concreto que dinamiza esas situaciones. Cuando se habló de bandas emergentes, por ejemplo, se hizo mención clara –y lo dice claramente hoy el informe de la MAPP OEA, que ese tipo de bandas se organizan alrededor de los lugares donde se desarrolla el negocio de la coca. Hay una causa de los problemas de Colombia, el narcotráfico, ojalá tuviéramos la capacidad económica para enfrentar un problema de semejante tamaño y eliminarlo de forma definitiva; hacemos todo lo que está en nuestras manos, hacemos un esfuerzo gigantesco en el punto presupuestal y humano; pero es un negocio enorme y hay aspectos que nos desbordan. 

Nosotros pediríamos de alguna forma a la Comisión que en los análisis se tenga en cuenta, tal como lo hacen los colegas de las ONG algunas veces, el contexto de porqué se dan las cosas. Nosotros aceptamos los problemas, no los estamos negando ni vamos a cuestionarlos. Los problemas existen, pero tienen causas también. Es muy importante que, cuando se escriba un documento de la importancia de los que se hacen acá, eso se tenga en cuenta las causas y las respuestas institucionales. 

Yo quisiera hacer una precisión, el Embajador de Paraguay dijo hoy unas palabras que son claras: la única autoridad competente para definir asuntos de derechos humanos en este continente es la Comisión Interamericana, y la única autoridad competente para sentenciar sobre estos asuntos es la Corte. Son las instituciones legítimamente admitidas por el conjunto de países que aquí estamos sentados. Colombia acata esas decisiones. Nuestro Estado se somete a las reglas de juego que ha firmado; el único protocolo que no hemos firmado es el de la pena de muerte, pero si algo está proscrito en Colombia es la pena de muerte.  Procederemos de conformidad. 


Colombia agradece a la OEA y con la Comisión el acompañamiento que nos hacen en el tema de desmovilización. Colombia ha tenido que escoger el equilibrio entre justicia y paz y está en un proceso dentro del cual está desmovilizando a estas alturas 32,000 paramilitares por un lado, y más de 10,000 guerrilleros por el otro. Eso es una cifra enorme, son 42,000 personas. 

Este tema implica que se tomen decisiones importantes que han sido avaladas por las instituciones públicas colombianas en especial por su Corte Constitucional, una de las instituciones más respetables del continente, como casi todas las cortes constitucionales de nuestros países, que a su vez acudió a las decisiones de la Corte Interamericana para fundar sus decisiones y a su interrelación de la formación del sistema judicial y legal en América Latina. 


Por lo anterior, Colombia considera la ley de justicia y paz una regla legal válida, es una ley transicional en el marco de un proceso de paz, en la cual se busca el equilibrio entre justicia y paz.
Nosotros agradecemos el acompañamiento de la Comisión y le rogamos su comprensión, sin perjudico de manifestar el interés de corregir aquellos aspectos que haya que corregir. 

Cuando estamos hablando de superar un problema crítico, Colombia manifiesta su clarísima voluntad de acogerse a la última parte de lo que dijo el Sr. Comisionado en el Informe del Capítulo Cuarto: llegar a la verdad, llegar a la justicia y llegar a la reparación. Lo haremos de acuerdo con la ley transicional porque es el único camino real que tenemos. Si queremos hacerlo por otras vías va a ser imposible, Colombia necesita recurrir a los instrumentos disponibles que efectivamente funcionen, obviamente garantizando la justicia, la verdad y la no repetición de los hechos. 

Quizás lo que es mas importante de destacar de este proceso es que con lo difícil que resulta afrontar hechos tan graves como los ocurridos en Colombia, todo el proceso de reconciliación y reconocimiento de la verdad se esta haciendo en el marco de sus instituciones constitucionales que están funcionando plenamente. 

Hacemos un esfuerzo gigantesco en el tema de protección de indígenas y afrocolombianos. Tenemos cifras muy importantes, no las voy a repetir acá, pero estamos cumpliendo nuestras obligaciones de protecciones de los ciudadanos con mayor riesgo. Tenemos el sistema más sofisticado del mundo en protección de defensores de derechos humanos, gastamos billones de pesos colombianos en temas de la protección a estos grupos vulnerables, consideramos especialmente que es nuestro deber que aquellas personas que quieran proteger los derechos humanos puedan hacerlo con libertad, y hacemos todo nuestro esfuerzo por garantizarles la protección y la posibilidad de realizar todas las acciones que les corresponda. 

Salgo del tema colombiano particular y quisiera regresar a la Comisión simplemente para advertir que nos parece muy meritoria la actividad de relatoría. Vamos a recibir próximamente la relatoría de segregación racial y  tenemos toda la disposición para colaborar en su misión. Colombia es un territorio en el cual jamás se le va negar acceso a la Comisión, la Comisión es bienvenida. Para poder sostener la credibilidad institucional nuestro país considera fundamental mantenerse abierta con miras a garantizar la transparencia de sus instituciones y nosotros estamos abiertos a que la Comisión vaya a Colombia cuando quiera, a donde quiera y cuenta con el apoyo de la institucional colombiana, para poder mirar, cuestionar o profundizar los temas que a bien tenga; no hay ningún problema ni restricción. 

En el tema presupuestal nosotros nos atrevemos hacer los comentarios y hablar a la Comisión porque pensamos que tenemos que ser claros. Hay que ser fuertes en la defensa del sistema. Nosotros estamos comprometidos completamente, razón por la cual pensamos que tenemos un compromiso que implica la doble vía de decir lo bueno y lo malo. En la parte de lo bueno, nosotros, como los demás países aquí presentes y los países que reconocemos la competencia de la Comisión, estamos convencidos de la necesidad de fortalecer la Comisión y la Corte, y pensamos que aporte presupuestal, tal como lo manifestamos con claridad a la Secretaría, no es satisfactorio. Se nos presentó un presupuesto con una disminución efectiva de los recursos de la Comisión; se nos dice que se está corrigiendo, sin embargo pensamos que hay que ir más allá. En el dialogo interamericano hay posiciones y hay intereses que defienden unos y otros; principios y valores distintos pero igualmente importantes para nuestra región, pero par un gran numero de países el Sistema Interamericano de Derechos Humanos es de especialísimo valor.

En las evaluaciones del día de hoy, vamos a rogarle a la Comisión que haga lo que hizo la Corte el día de ayer, que nos haga llegar los documentos que contienen las aspiraciones financieras de la Comisión. Pediríamos a la Comisión que hiciera del ejercicio de hacer una proyección a 5 años para poder ver cómo podemos entrar a negociar en los temas de presupuesto, para ver qué podemos avanzar. Cuentan con el apoyo político y con el apoyo decidido de un paquete muy importante de países; tienen la absoluta seguridad de que lo que hacen cuenta con el respaldo del continente. 

Puntos críticos, el Reglamento. Con todo el respeto a la Comisión, el Reglamento fue expedido sin condiciones de transparencia; casi fue hecho a escondidas, nos enteramos a última hora, un mes después. ¿Por qué? ¿Por qué no se consultó el Reglamento con todos los interesados, Estados, ONGs, victimas? ¿Por qué no se puso en consideración de los países? ¿Por qué no se trajo a este foro de la CAJP? Por qué no tuvimos la oportunidad de verlo y decir: nos están vulnerando el derecho de defensa, y ahora nos vemos en la obligación de decirlo aquí: ese reglamento vulnera el derecho de defensa de los países. Ese reglamento es el retroceso claro de las modificaciones hechas en el 2001. Ese reglamento vuelve al punto donde la Comisión une la admisibilidad y el fondo y rompe la posibilidad de que los estados tengamos tiempo de revisar los documentos y las pruebas y en consecuencia exponer ante la Comisión nuestros argumentos y pruebas. 

Deseo invitar a la Comisión a que lo discutamos el tema, nosotros reconocemos la autonomía de la Comisión, no negamos su competencia para modificar el reglamento, eso no está bajo discusión. Lo que nos parece es que ha podido hacerse dialogando, con discusión y con análisis, no vemos porque no se hizo así. 

El otro punto que quizás nos angustia es el de las audiencias. Con qué criterio se programan las audiencias. Hemos visto audiencias necesarias e importantísimas y otras en las cuales la Comisión convoca audiencias en las cuales por su propia naturaleza no se sabe cuál es el objetivo de la audiencia, no se entiende a qué se pretende llegar con ella, y en algunas se ha percibido un claro interés político, lo cual distorsiona la naturaleza de la Comisión. 

Bien, un último punto que quisiera tocar muy corto, es un tema que se trató muy recientemente en la Comisión, se trata de procesos interestatales. Se estudio un proceso en el que se discutió una queja de un Estado frente al otro. Quizás el tema más importante que la Comisión puede analizar, es el tema de las relaciones bilaterales.  En este mismo salón se ha reiterado en muchas oportunidades la decisión de no tocar temas bilaterales porque este es un foro multilateral. Cuando la Comisión asume competencia sobre temas bilaterales, inclusive en temas de derechos humanos, está saltando a las más altas esferas de la política internacional y requiere la máxima sabiduría y prudencia en el manejo de los temas. Nosotros no desconocemos las competencias pero entendemos que se requiere la máxima sabiduría y prudencia en temas de altísima sensibilidad dentro de los países y que un error en el manejo de temas de esta naturaleza podría inclusive fracturar la Organización. Nosotros le rogamos a la Comisión que el ejercicio de una competencia de esa naturaleza se haga con la máxima prudencia y cuidado, con toda la seriedad y con toda la sabiduría que se exige a los jueces y a los magistrados. Pido disculpas a los compañeros por la extensión de la intervención.  Mil y mil gracias.
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